(Libro de Acuerdos Nº 46, Fº 871/874, Nº 353). San Salvador de Jujuy, Republica Argentina, a los veintiocho días del mes de Agosto de dos mil tres, los señores Jueces titulares del Superior tribunal de Justicia, doctores Sergio Eduardo Valdecantos, Héctor Fernando Arnedo, Raúl Octavio Noceti y los señores Vocales de la Sala Segunda de la Cámara en lo Civil y Comercial, doctores Enrique Rogelio Mateo y Jorge Daniel Alsina, llamados a integrar el Tribunal conforme constancias obrantes en autos y bajo la presidencia del nombrado en primer término, vieron el Expte. Nº 1978/03, caratulado: “Recurso de Inconstitucionalidad deducido por el Partido Libertad y Democracia Responsable (LyDER) en Expte Nº A – 1059/2003 (Tribunal Electoral de la provincia de Jujuy) caratulado “… formulan impugnación al candidato a Gobernador de la Provincia por el Partido Justicialista Dr. Eduardo Alfredo Fellner y al candidato a Diputado Provincial en 6º término Sr. Pedro Segura”. 


El Dr. Valdecantos dijo:

Las Dras. María Cecilia Rodríguez y Claudia Gabriela Sánchez, en el carácter de apoderados generales del Partido Político Libertad y Democracia Responsable (LyDER), deducen recurso de inconstitucionalidad en contra de la resolución dictada por el Tribunal Electoral de la provincia de Jujuy, el 9 de agosto del año en curso, en el Expte. Nº A – 1059/2003caratulado “…formulan impugnación al candidato a Gobernador por el Partido Justicialista Dr. Eduardo Alfredo Fellner…”, con el objeto que se deje sin efecto dicha sentencia y se haga lugar a las impugnaciones efectuadas por su mandante.

Reseña que en las actuaciones mencionadas se impugnó al candidato a Gobernador de la provincia propuesto por el Partido Justicialista, para la contienda electoral convocada para el 14 de setiembre del corriente  año, por estar alcanzado por lo prescripto en el artículo 127 de la Constitución Provincial en cuanto a la imposibilidad de que pueda ser reelecto para ocupar dicho cargo.
El Tribunal Electoral – dice – desestimó la impugnación con sustento en una interpretación del citado art. 127, al que atribuyó un sentido contrario a la pretensión de su poderdante; lo que configura la situación contemplada en el artículo 165 inciso b) de la Constitución Provincial, quedando – a su entender – habilitada al procedencia formal de este recurso, dado el incuestionable carácter definitivo de la resolución recurrida.
Afirma que procede también formalmente este recurso por la causal de gravedad institucional prevista en el art. 165 inc. C) de la Constitución Provincial y, que este caso reviste carácter de gravedad y trascendencia institucional, porque excede el interés de la parte recurrente, como lo pone de manifiesto la circunstancia que en la causa es parte un Partido Político no tanto en defensa de sus propios intereses, sino también para asegurar la vigencia de las supremas instituciones republicanas preceptuadas en la Constitución y del cual derivan los principios de temporalidad y alternancia en el ejercicio del poder político y el principio no reelectoralista en lo concerniente a los cargos de gobernador y vice de la Provincia.
Sostiene que pese al deber del Tribunal Electoral de velar por la real y efectiva vigencia del sistema republicano y de los antedichos principios de rango constitucional, ha adoptado la resolución recurrida que los vulnera, siendo – dice – este recurso extraordinario el único medio eficaz local que le queda para la protección del sistema institucional comprometido en autos, gravedad que puede justificar la intervención superando los ápices procesales frustratorios del control de constitucionalidad confiados a los superiores tribunales estaduales.
Exponen los fundamentos del recurso interpuesto, por los que entienden que la resolución impugnada debe ser revocada porque brinda un fundamento aparente, tanto para rechazar la impugnación presentada por el partido que representan al candidato propuesto para el cargo de Gobernador de la Provincia por el Partido Justicialista, Dr. Eduardo Alfredo Fellner, como para rechazar la impugnación efectuada con sustento en lo dispuesto en el artículo 105 de la Constitución Provincial, a la candidatura del ciudadano Pedro Antonio Segura López, propuesto en sexto lugar de la lista de candidatos a diputados provinciales por el Partido Justicialista. Hace reserva del caso federal.
Agregado el expediente principal, se dispone correr traslado del recurso interpuesto a los ciudadanos Dr. Eduardo Alfredo Fellner, Pedro Antonio Segura López y al Partido Justicialista, quienes contestan a fs. 50/52, 53 y 57/63, solicitando su rechazo, por los argumentos que expresan.

Integrado el Tribunal, a fs. 65/66 se expide la señora Fiscal General habilitada, con lo que el recurso se encuentra en estado de ser resuelto.

Desde ya anticipo que, en mi opinión, el recurso de inconstitucionalidad tentado debe ser rechazado, toda vez que en los Exptes. Nº 7011/99, caratulado: “Recurso de Inconstitucionalidad int. en Expte. Nº 891 – A – 99 (Trib. Electoral de la Provincia) Medida Cautelar No Inovativa: Alianza por el Trabajo la Justicia y la Educación c/ Tribunal Electoral de la Provincia” (L.A. Nº 43, Fº 290/298, Nº 108) y Expte. Nº 841/01, caratulado: “Recurso de Inconstitucionalidad int. en el Expte Nº 986-A-2001 /Tribunal Electoral de la Provincia de Jujuy) Tribunal Electoral de la Provincia – Adhesiones – 14 de octubre de 2001” (L:A: Nº 44, Fº 1063/1065, Nº 470); sustancialmente similares al presente, nos hemos expedido por su inadmisibilidad formal.

En efecto, la Constitución Provincial al establecer la competencia de este Superior Tribunal de Justicia, estimulada mediante un recurso de inconstitucionalidad, artículo 165 inciso 1), dispone: “a)  cuando en un juicio se hubiere cuestionado la validez constitucional de una ley, decreto, ordenanza, reglamento o resolución; b) cuando en un juicio se hubiese puesto en cuestión la inteligencia de una cláusula constitucional y la resolución fuere contraria a la validez del titulo, garantía o excepción que hubiere sido materia  del caso y se fundare en esa cláusula; c) cuando la sentencia fuere arbitraria o afectare gravemente las instituciones básicas del Estado”.

De la disposición constitucional transcripta, surge claro que nuestra competencia, se refiere a los procedimientos de índole judicial.    
El Tribunal Electoral es un fuero ajeno al Poder Judicial, es un tribunal específico , de única instancia (artículo 89 inc. 9 de la Constitución Provincial), no pertenece a la estructura de este Poder y la circunstancia de que el constituyente haya atribuido a este Tribunal funciones de control electoral, no altera la naturaleza de esas funciones ni basta para convertirlas en judiciales o como emanadas de un tribunal de justicia actuando en tal carácter (CSJN, Fallos 238:283; 240:11), como tampoco lo convierte en judicial el hecho de que tenga su sede en dependencias del Poder Judicial (artículo 88 inciso 2 de la Constitución Provincial).                                            
Por ello, las resoluciones del Tribunal Electoral son, en principio, inacatables por la vía ejercitada. 

A mayor abundamiento, la ley N 4.346, con las modificaciones introducidas por la ley Nº 4.848, al reglamentar el recurso de inconstitucionalidad, dispone en su artículo 8º que, procede por las causales establecidas en el artículo 165, inciso 1º de la Constitución de la Provincia, en contra de las sentencias definitivas dictadas por los jueces y tribunales de última instancia, cualquiera sea su fuero y jurisdicción, con excepción del Superior Tribunal de Justicia.


Lo resuelto por el Tribunal Electoral en la causa traída a nuestro conocimiento, en virtud de lo dispuesto en el artículo 90 apartado 2 de la Constitución Provincial, es inapelable, debiendo entenderse como sinónimo de irrecurrible, pues si se estableció que es un tribunal de instancia única, mal puede interpretarse que alude solo al recurso de apelación. Además, tampoco es una resolución definitiva, pues corresponde a la Legislatura el juicio definitivo sobre la validez de la elección del gobernador, vicegobernador y diputados conforme lo establece el artículo 89 inciso 7º de nuestra Constitución local.

Tampoco se dan en autos – a mi criterio – los supuestos de excepción, para ingresar al planteo de la cuestión de fondo, toda vez que de los términos del escrito de expresión de agravios, no advierto una lesión cierta, concreta y actual de derechos constitucionales, debidamente demostrados; ni que la recurrente se encuentre legitimada sustancialmente para invocar los que menciona – en nombre de toda la sociedad – supuestamente conculcados, de modo que habilite la vía excepcional tentada.

Ello es así, por cuanto del relato de los hechos que funda la pretensión, así como el contenido del acto impugnado solo surge que el Tribunal Electoral, siguiendo sus precedentes similares y en uso de facultades que le son privativas, ha resuelto la cuestión planteada conforme a su doctrina, correspondiendo el juicio definitivo, sobre el tema y en el caso, a la Legislatura (artículo 89, incisos 4º y 7º de la Constitución Provincial).

Sabido es que para la preservación del principio de la división de los poderes, los tribunales deben necesariamente respetar los límites constitucionales y legales que su competencia le impone, sin interferir en las potestades que son privativas de los otros poderes o jurisdicciones, por expresa disposición de la Constitución local, caso contrario se afectaría de modo grave y manifiesto las facultades propios de los otros poderes del Estado, en desmedro de nuestro sistema republicano de gobierno.

En la relación, ha resuelto la Corte Suprema de Justicia de la Nación: “Que desde antiguo esta Corte ha sostenido que la misión mas delicada que compete al Poder Judicial es la de saberse mantener dentro de la órbita de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes o jurisdicciones, pues al ser el poder llamado a sostener la vigencia de la Constitución, un avance en desmedro de las facultades  de los demás revestiría la mayor gravedad para la armonía constitucional y el orden público (Fallos: 155:248). (…) No es admisible que los magistrados exorbiten los límites de sus atribuciones y actúen sustituyendo aquellos mecanismos parlamentarios aptos para resolver la controversia. De otro modo la actividad judicial podría ser utilizada para interferir los resultados que en marco parlamentario genere la voluntad de la mayoría, lo que no resulta posible admitir sin quiebra del orden constitucional que la Corte debe preservar” (Guadalupe Hernández, Simón Fermín s/ acción de amparo, 31/8/99, Fallos 322:1988).

Finalmente quiero destacar que la referencia efectuada por la recurrente en orden a la tramitación del recurso de inconstitucionalidad en contra de una resolución del Tribunal Electoral no guarda ninguna relación con el caso presente, ni con los otros que mencionamos en este voto, ya que la situación invocada se refiere a una resolución dictada por el Tribunal Electoral en orden a un sumario administrativo para determinar si existía alguna responsabilidad civil, penal o administrativa (L. A. Nº 39, Fº 254/256, Nº 104).

Por los fundamentos expuestos, propicio declarar formalmente inadmisible el recurso de inconstitucionalidad deducido en autos, con costas a la recurrente por aplicación del principio general establecido en el artículo 102 primer párrafo del Código Procesal Civil y regular los honorarios profesionales de los Dres. Carlos E. Zamar Herrera – patrocinante -, Eduardo Alfredo Fellner y Jorge O. Rodríguez – ambos en el doble carácter –, en las sumas de seiscientos setenta pesos ($670), quinientos pesos ($500) y mil pesos ($1000), respectivamente y los de las Dras. María Cecilia Rodríguez y Claudia Gabriela Sánchez, en la suma de ochocientos pesos  ($800), para cada una de ellas, todo por aplicación de lo dispuesto en los artículos 4 incisos b) y c), 5 y 7 de la Ley Nº 1687.

El Dr. Arnedo adhiere al voto que antecede.


El Dr. Noceti dijo: 

Sin entrar al fondo de la cuestión plateada, voto por el rechazo del recurso de inconstitucionalidad tentado en autos por aplicación del artículo 90, inciso 2º de la Constitución de la Provincia de Jujuy, en conformidad con nuestra doctrina sobre el particular y lo dictaminado por la señora Fiscal General (habilitada). En lo demás, incluyendo imposición de costas y regulación de los honorarios de los profesionales intervinientes, adhiero al voto del Dr. Valdecantos.
Por ello, El Superior Tribunal de Justicia, 

RESUELVE:

1º) Declarar inadmisible el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por la Dras. María Cecilia Rodríguez y Claudia Gabriela Sánchez, en el carácter de apoderados generales del Partido Político Libertad y Democracia Responsable (LyDER), con costas.

2º) Regular los honorarios profesionales de los Dres Carlos E. Zamar Herrera, Eduardo Alfredo Fellner y Jorge O. Rodríguez, en las sumas de seiscientos setenta pesos ($670), quinientos pesos ($500) y mil pesos ($1000), respectivamente y los de las Dras. María Cecilia Rodríguez y Claudia Gabriela Sánchez,  en la suma de ochocientos pesos ($800), para cada una de ellas, en todos los casos, con mas el impuesto al valor agregado, si correspondiere.
3º) Regístrese, agréguese copia en autos y notifíquese por cédula.

